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Resumen

Las políticas medioambientales son, en el fondo, políticas 
epistémicas: disputas sobre lo que se sabe o se desconoce 
de la naturaleza y sobre quién puede hablar en su nombre. 
Este artículo se centra en la política de la experticia que 
inevitablemente se deriva de estas batallas. La revisión de 
los trabajos existentes pone de relieve cómo se organizan 
los expertos activistas y qué efectos tiene la movilización 
de los/las expertos/as en la ciencia, los conflictos ambi-
entales y el cambio socio-ecológico en general. Comen-
zamos describiendo algunos de los retos conceptuales y 

metodológicos que plantea el estudio de los/las expertos/
as en los movimientos ambientalistas. A continuación, 
presentamos un estudio de caso sobre expertos y exper-
ticia en el conflicto por el uso masivo de agrotóxicos en 
Argentina, que lleva ya dos décadas, para poner de relieve 
las lagunas en los conocimientos actuales. En una tercera 
sección se extraen varias lecciones del estudio de caso 
y en la sección final se proponen líneas de investigación 
futuras.

Palabras clave
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T MOBILIZING ENVIRONMENTAL EXPERTS AND EXPERTISE

Abstract

At its core, environmental politics are epistemic politics: 
contests over what is known or unknown about nature 
and who gets to speak for it. This paper’s main focus is the 
politics of expertise that inevitably ensues from these bat-
tles. Discussion of extant work highlights how expert activ-
ists are organized and what effects expert mobilization has 
on science, environmental conflict, and socio-ecological 
change more broadly. We begin by describing some of 

the conceptual and methodological challenges involved in 
studying experts in environmental movements. Next, we 
present a case study of experts and expertise in Argenti-
na’s two-decades long agrochemicals conflict to highlight 
gaps in current knowledge. A third section distills several 
lessons from the case study and our concluding section 
identifies directions for future research.
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1. Introducción

4 El vínculo entre la resistencia social y el conocimiento se remonta al menos a la teoría de la contrahegemonía cultural de Gramsci 
(1971) (especialmente el potencial del “buen sentido” desarrollado en la vida cotidiana, y el papel de los intelectuales orgánicos) (Cox 
2014). Hoy en día, una extensa literatura documenta la “praxis cognitiva” (Eyerman y Jamison 1991) de una amplia gama de movi-
mientos sociales de todo el mundo (por ejemplo, Choudry y Kapoor 2010,). Los estudios relacionados con esta temática, basados en 
la pedagogía crítica latinoamericana, la teoría feminista y la teoría crítica de la raza, reformulan la praxis cognitiva como “conocimiento 
desde abajo” (Harding 1995, Lucena et al. 2019) y los movimientos sociales como portadores de nuevas “reflexividades epistemológi-
cas” (Lozano 2018, Mejías Sandia y Suárez Manrique 2017).
5 De hecho, la política de los expertos y las experticias se cuela hasta dentro los círculos académicos, donde el significado y la operacio-
nalización de estos mismos términos son puestos en cuestión, como señalamos en la sección final.

Los estudiosos de los movimientos sociales llevan tres dé-
cadas estudiando la omnipresente pero a menudo tensa 
relación de los movimientos ecologistas con la ciencia. En 
Social Movements: A Cognitive Approach, Ron Eyerman y 
Andrew Jamison (1991) sostenían que los movimientos 
sociales son importantes productores culturales de nue-
vos conocimientos y utilizaron los “intereses de conoci-
miento” de los movimientos ecologistas y ambientalistas 
basados en supuestos básicos y áreas de investigación 
de actualidad de la ecología de sistemas y otros campos 
medioambientales como ejemplo para ilustrar su afirma-
ción (véase también Jamison et al. 1990). Publicado el 
mismo año, The Green Case (1991), de Steven Yearley, 
llamaba la atención sobre la “incómoda alianza” entre los 
ecologistas, que reclaman autoridad política para prote-
ger la naturaleza, y los científicos medioambientales, que 
reclaman autoridad epistémica para conocer la naturale-
za. Ambos libros identificaron -y complicaron- el enfoque 
central de este capítulo sobre la movilización de expertos 
y experticias medioambientales4.

Por supuesto, el reto de movilizar a la ciencia am-
biental no es específico de los movimientos ecologistas/
ambientalistas ni el activismo experto es un papel reser-
vado únicamente a los ecologistas y otros científicos am-
bientales. Los físicos, incluidos Einstein y Oppenheimer, 
se manifestaron contra la bomba (Smith 1965) y los in-
genieros protestaron contra la guerra de Vietnam (Wis-
nioski 2012). Biólogos y especialistas en salud reproduc-
tiva unieron sus fuerzas al movimiento feminista (Clarke 
1998). Médicos y urbanistas se organizaron contra las 
políticas raciales y de clase de la remodelación urbana 
(Hoffman 1989), expertos biomédicos se aliaron con ac-
tivistas contra el sida para transformar los protocolos de 

los ensayos clínicos (Epstein 1996) y los genetistas apo-
yan la labor de los movimientos antirracistas (Bliss 2012). 
Los científicos participan regularmente en la política de 
los movimientos sociales, en diversos grados, y siempre 
lo han hecho.

Sin embargo, la relación entre los movimientos am-
bientalistas y el conocimiento ambiental merece especial 
atención. La política ambiental casi siempre implica dispu-
tas epistémicas sobre lo que se sabe o se desconoce de la 
naturaleza y sobre quién puede hablar en su nombre. Esta 
observación sitúa a los científicos y otros expertos profe-
sionales en el centro de las luchas por la justicia ambiental, 
la conservación de los espacios naturales, el cambio cli-
mático, los transgénicos, los derechos de los animales o 
cualquiera de los innumerables temas abordados por los 
movimientos ambientalistas de todo el mundo. Los exper-
tos -y, por tanto, la política de los expertos- nunca están 
lejos del centro de los movimientos ambientalistas5.

Los artículos basados en revisiones bibliográficas que 
tienen un foco amplio en la ciencia, el conocimiento y los 
movimientos sociales comúnmente refieren a la investiga-
ción ambiental (Breyman et al. 2017; Frickel y Arancibia 
2021; Ottinger et al. 2017). Una corriente creciente de 
libros, artículos de revistas y números especiales también 
se centran, de forma más específica, en el “activismo 
experto” medioambiental (Allen 2003) y las “colabora-
ciones entre legos y expertos” (Brown 2007, Sannazaro 
2014), especialmente, aunque no de forma exclusiva, con 
la participación de movimientos de base por la salud y la 
justicia ambiental (Kroll-Smith et al. 2000; Ottinger y Co-
hen 2011). Otros trabajos abordan temas relacionados, 
como las racionalidades ecológicas alternativas, los len-
guajes de valoración ambiental articulados por activistas 
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(Martínez Alier 2002) y los tipos híbridos de conocimien-
to (Vessuri 2004). Aun así, la movilización de expertos y 
experticias en materia ambiental sigue siendo poco cono-
cida. Falta información básica sobre su organización, sus 
dinámicas y sus impactos, incluso cuando el activismo de 
los expertos crece en medio de una secuencia intermina-
ble de crisis mundiales, desde el cambio climático hasta 
las agendas anticientíficas de los gobiernos populistas de 
derechas, pasando por la pandemia del COVID-19 (Fisher 
2018).

Atribuimos estas lagunas de conocimiento en parte al 
hecho de que quienes estudian los movimientos sociales 
no suelen ocuparse de este tipo de investigación, que se 
deriva principalmente de los estudios sociales de la ciencia 
y la tecnología (CTS) y, en menor medida, de la historia 
ambiental y la sociología ambiental. Una consecuencia ha 
sido que todo el arsenal de teorías y métodos analíticos 
utilizados para estudiar los movimientos ambientalistas 
(Giugni y Grasso 2015) no ha sido usada, hasta la fecha, 
para analizar los procesos de movilización entre los exper-
tos ambientales, entendidos como grupo social diferen-
ciado. Esta laguna representa una oportunidad perdida 
para refinar y ampliar la teoría de los movimientos sociales 
a nivel meso y micro. Por lo tanto, nos sentimos muy mo-
tivados para contribuir a colmar esta laguna y ofrecemos 
este ensayo como una llamada reflexiva a la investigación 
sobre este tema tan poco estudiado.

Como tal, en lo que sigue no intentamos hacer nada 
parecido a una revisión exhaustiva del estado del arte. Más 
bien, adaptamos nuestro análisis de los trabajos existen-
tes de manera para destacar lo que consideramos áreas 
de “ciencia no realizada” (undone science) en lo que se 
refiere a nuestro tema (Hess 2016). Tampoco nos pre-
ocupa tanto la cuestión normativa acerca de si los cien-
tíficos y otros expertos deberían o no involucrarse en 
política (que es como los científicos suelen enmarcar la 
cuestión). En cambio, nos centramos en las cuestiones 
empíricas y estratégicas relativas a cómo se organiza la 
movilización de los expertos en los movimientos ecologis-
tas/ambientalistas y qué efectos tiene la movilización de la 
experticia en la ciencia ambiental, los conflictos ambienta-
les y el cambio socio-ecológico en general.

Utilizamos el término “experto” en el sentido acadé-
mico tradicional de las personas que trabajan en ocu-
paciones que requieren una formación profesional o de 

posgrado avanzada. El término “experticia” se refiere a la 
constelación de recursos asociados a la condición de ex-
perto. Estos recursos incluyen no sólo el conocimiento 
especializado, sino también el acceso y la familiaridad con 
tecnologías y prácticas especializadas, sociedades profe-
sionales y redes de comunicación, así como experiencias 
institucionales, conocimientos técnicos y estatus que no 
suelen estar al alcance de otras personas ajenas al campo. 
Este uso no niega la importancia de los “expertos legos” o 
del “conocimiento local” a la hora de dar forma a los con-
flictos ambientales o como herramientas de organización 
para los movimientos ambientalistas. Sin embargo, consi-
deramos que la distinción es importante desde el punto 
de vista analítico.

Comenzamos describiendo los retos conceptuales y 
metodológicos que plantea el estudio de los expertos en 
los movimientos ambientalistas. A continuación, presen-
tamos un estudio de caso sobre expertos y experticia en 
el conflicto actual sobre agroquímicos en Argentina para 
poner de relieve algunas de las lagunas en el conocimien-
to. En una tercera sección se extraen varias lecciones del 
estudio de caso y en la sección final se proponen posibles 
caminos interesantes para futuras investigaciones.

2. De los expertos en movimientos a la 
movilización de la experticia

La mayor parte de lo que sabemos sobre el activismo de 
los expertos en problemas ambientales procede de es-
tudios de casos generados a través de investigación de 
archivos, observación participante, entrevistas y análisis 
de documentos. Este trabajo ha sido extremadamente 
productivo (para una revisión, véase Arancibia 2016). 
A grandes rasgos, los estudios existentes describen a 
expertos en medio ambiente movilizándose en favor de 
la naturaleza dentro de sus propias disciplinas (Frickel 
2004; Shostak 2013), asociaciones profesionales (Kinchy 
2006) y en lo que Kelly Moore (1996) ha denominado 
“organizaciones científicas de interés público”. Estas últi-
mas incluyen grupos más antiguos, que van desde la Union 
of Concerned Scientists, hasta la más radicalizada Science 
for the People (ambas creadas en torno a 1969; Moore 
2008), pasando por grupos más recientes que hacen hin-
capié en la tecnología digital, como la Environmental Data 
and Governance Initiative de Estados Unidos y Canadá 
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(creada en 2016; Dillon et al.2017) y redes más grandes 
como la Unión de Científicos Comprometidos con la So-
ciedad y la Naturaleza de América Latina (UCCSNAL) en 
América Latina (Feeney 2019).

Los conocimientos técnicos y disciplinarios también 
son una piedra angular de los movimientos ambientalistas 
(Hays 1987; Yearly 1990). Muchas de sus organizacio-
nes mejor financiadas han creado su propia capacidad 
científica para recopilar y analizar datos (Jamison 2001). 
Las organizaciones más pequeñas también recurren a ex-
pertos científicos. Pueden contratar a científicos con un 
doctorado para que formen parte de sus consejos con-
sultivos o asociarse con científicos de universidades de 
la zona para obtener un mayor acceso a recursos que, 
de otro modo, estarían fuera de su alcance. Un primer 
ejemplo en Estados Unidos es la histórica asociación 
entre West Harlem Environmental Action (WE ACT for 
Environmental Justice) e investigadores de la Mailman 
School of Public Health de la Universidad de Columbia 
(Shepard et al. 2002).

Movilizar a los científicos ambientales conlleva ries-
gos evidentes para los propios expertos y para los movi-
mientos sociales. Puede provocar un choque cultural en 
el seno de las organizaciones ambientalistas (Cable et al. 
2005) y provocar un “contragolpe” cuando la investiga-
ción y la defensa de los científicos amenazan las priorida-
des de la industria y del Estado (Martin 2007). Pero el 
activismo de los expertos también puede aportar claras 
ventajas a los grupos y movimientos ambientalistas. De-
cenas de estudios han documentado la colaboración de 
científicos con movimientos ambientalistas para diseñar 
investigaciones, recopilar y analizar datos, traducir y di-
vulgar conocimientos técnicos, participar en peticiones 
políticas, prestar testimonio como expertos en procedi-
mientos judiciales, etc. (por ejemplo, McCormick 2009).

A pesar de la importancia de estos estudios, gran par-
te de ellos parten, o refuerzan implícitamente, uno o más 
de tres supuestos que resultan limitantes. El primer su-
puesto limitante es que la experticia científica o profesio-
nal dentro de los movimientos ambientalistas (es decir, 
el banco de recursos al que tienen acceso los activistas 
expertos) no sólo son inherentemente valiosos y poten-
cialmente importantes para comprender los procesos y 
resultados del movimiento, sino que también son más 
valiosos, en términos relativos, que los conocimientos lo-

cales o indígenas. Los expertos poseen conocimientos y 
recursos especializados a los que muchas organizaciones 
ambientalistas no tendrían acceso de otro modo y, por 
tanto, ceretis paribus, cuantos más expertos colaboren 
con los movimientos ambientalistas, mejor. Un segundo 
supuesto limitante es que los expertos activistas son re-
lativamente escasos entre sus colegas. La investigación 
tiende a tratar como excepcionales a aquellos expertos 
que arriesgan su reputación esgrimiendo la experticia 
como arma al servicio de los movimientos ambientalis-
tas. Un tercer supuesto limitante es que los expertos se 
movilizan principalmente como individuos y no como co-
lectivos. El activismo político es una decisión arriesgada 
y, por tanto, profundamente personal para cualquiera 
(Delborne 2008). Para los científicos, tales decisiones 
implican el riesgo adicional de una sanción negativa por 
parte de la comunidad científica por no permanecer “por 
encima” o “por fuera” de la política. Los tres supuestos 
están interrelacionados, en la medida en que la relativa 
escasez de expertos que se movilizan (segundo supues-
to) intensifica el valor inherente de su experticia (primer 
supuesto), pero también intensifica el riesgo para los ex-
pertos individuales (tercer supuesto).

Por lo que sabemos, ninguno de estos supuestos li-
mitantes ha sido analizado empíricamente, lo que plantea 
importantes interrogantes sobre su validez. ¿Y si uno o 
varios de los supuestos, aunque no sean erróneos, de-
penden contextualmente de condiciones o factores so-
ciales que no comprendemos del todo? Por ejemplo, el 
activismo experto podría socavar el éxito del movimiento 
con la misma frecuencia que lo favorece. Tal vez el acti-
vismo experto sea más común de lo que creemos, sólo 
que es menos visible y, por tanto, más difícil de medir. O 
tal vez sea mejor considerar la movilización de expertos 
como un proceso de acción colectiva, más que como una 
consecuencia de la asunción de riesgos individuales. Por 
desgracia, no existe el conocimiento general que necesi-
taríamos para juzgar qué conjunto de supuestos son más 
o menos válidos, y en qué condiciones.

En la siguiente sección se resume un caso empírico 
que va en contra de algunos de dichos supuestos limitan-
tes que hemos identificado en la bibliografía existente. 
Nuestro análisis del caso es preliminar, se basa en inves-
tigaciones publicadas anteriormente y en datos prelimina-
res de un estudio longitudinal en curso sobre la moviliza-
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ción de expertos en el conflicto sobre los agrotóxicos en 
Argentina, que surgió en 2001 y continúa en la actualidad.

3. Expertos y experticia en el conflicto por los 
agrotóxicos en Argentina

Argentina es el tercer productor y exportador mundial de 
soja modificada genéticamente (MG). Un factor clave en 
el ascenso de Argentina como potencia agrícola es la soja 
Roundup Ready©, una biotecnología desarrollada en la 
década de 1990 por Monsanto que combina las semillas 
transgénicas con el uso intensivo de agrotóxicos a base 
de glifosato. Ayudado por la ausencia de leyes federales 
que regulen los agrotóxicos(Paz Belada, 2017)6, el rápi-
do cambio de Argentina hacia la biotecnología agrícola 
ha tenido importantes consecuencias económicas para 
el país (Teubal, 2006, 2008), pero también crecientes 
consecuencias ecológicas y de salud pública para las co-
munidades ubicadas cerca de los campos de soja y más 
directamente en riesgo por la “deriva de plaguicidas” 
(Leguizamon 2014). En respuesta, han surgido y se han 
extendido movilizaciones ciudadanas contra la fumigación 
con glifosato y otros agrotóxicos en Argentina y en varios 
otros países, como Francia (Jouzel y Prete 2014), Filipi-
nas (Nikol y Jansen 2020), Sri Lanka (Bandarage 2013) y 
Estados Unidos (Harrison 2011).

Hasta la fecha, las investigaciones publicadas sobre el 
activismo contra los agrotóxicos en Argentina destacan 
un caso de “epidemiología popular” (Brown 1992) que 
involucra a Las Madres de Ituzaingó, un grupo de mu-
jeres que llamaron la atención por primera vez sobre un 
aumento repentino de enfermedades que afectaban a su 
barrio en las afueras de Ciudad Córdoba en 2001 (Carrizo 
y Berger 2009; Arancibia y Motta 2019). Con la esperan-
za de arrojar luz sobre la naturaleza de las enfermedades 
que aquejaban a su comunidad, las Madres diseñaron una 
sencilla encuesta de salud y fueron de puerta en puerta 
recogiendo información de los vecinos. Aunque sus resul-
tados revelaron un patrón geográfico de hogares afect-
ados por enfermedades, incluido un alarmante número 

6 La única ley nacional vigente regula la gestión de los envases vacíos de plaguicidas (ARGENTINA, 2016). La autoridad para regular 
el uso, aplicación y comercialización de plaguicidas está descentralizada y en manos de los gobiernos provinciales y municipales (Paz 
Belada, 2017).

de cánceres, los funcionarios del gobierno municipal ig-
noraron los hallazgos inéditos del grupo (Carrizo y Berger 
2009). A escala nacional, la comunidad científica aún no 
había reconocido el alcance del problema planteado por 
las Madres. Pocos científicos argentinos estudiaban los 
efectos de los agrotóxicos sobre el medio ambiente y la 
salud; de hecho, no existía en el país un campo de investi-
gación sobre los efectos de los agrotóxicos.

Al reconocer que carecían de legitimidad para hablar 
sobre cuestiones relacionadas con la salud pública y la cien-
cia, las Madres se aliaron con un biólogo , un médico clínico 
y un experto en salud pública que dirigía la Subsecretaría de 
Salud municipal, quienes habitaban en la zona (Arancibia 
y Motta 2019). Durante los años siguientes, estas alianzas 
entre legos y expertos produjeron varios estudios ambien-
tales y epidemiológicos, cada uno de los cuales demostró 
que los residentes de Ituzaingó Anexo estaban expuestos 
a agrotóxicos y metales pesados en dosis más altas que 
las aceptadas por los límites internacionales (Montenegro 
2003, 2012), y también identificaron un clúster local de 
cáncer (Carrizo y Berger 2009). Aun así, poco cambió en 
el territorio. Aunque el Concejo Deliberante de la ciudad de 
Córdoba había accedido a promulgar ordenanzas que re-
stringía el uso de agrotóxicos en la zona del barrio Ituzaingó 
Anexo por la presión de la comunidad ya en 2002 , los pro-
ductores de soja violaban sistemáticamente las ordenanzas 
sin consecuencias. Y aunque las alianzas de Las Madres con 
los expertos habían producido datos válidos para el público 
que apoyaban las demandas del movimiento, los expertos 
también se encontraron con intensas presiones y sanciones 
por parte de empleadores y funcionarios del gobierno por 
su trabajo con las Madres (Arancibia y Motta 2019). Uno 
perdió su trabajo. A otro le censuraron su trabajo. Ambos 
se alejaron del conflicto. Y, en general, las condiciones sani-
tarias del barrio empeoraron.

A lo largo del período inicial de protesta, las acciones 
organizadas por Las Madres permanecieron limitadas al 
nivel local, a la vez que los/las activistas del barrio y los/
las expertos/as aliados/as se enzarzaban en una batalla de 
tira y afloja de pruebas y contrapruebas con los gobiernos 
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municipal y provincial. La escala del activismo se amplió 
cuando las Madres viajaron a Buenos Aires en 2005 para 
reunirse con un grupo de activistas intelectuales, el Gru-
po de Reflexión Rural (GRR). Fundado a mediados de 
los noventa por académicos/as que representaban difer-
entes disciplinas, entre ellas la ingeniería agronómica, la 
ecología, la economía y la sociología. El GRR funcionaba 
como un espacio discursivo para el debate y el análisis de 
los impactos del capitalismo global en Argentina y como 
un foro para organizar la oposición a un modelo de ag-
ricultura industrial basado en la exportación de materias 
primas transgénicas. Para el GRR, la preocupación de las 
Madres por los agrotóxicos daba cuenta del problema 
más amplio de los sistemas alimentarios actuales.

En 2006, Las Madres y el GRR lanzaron conjuntamen-
te la campaña “Paren de Fumigar”, organizando charlas 
públicas, proyecciones de películas y talleres “para con-
cientizar”7 en cientos de pueblos y ciudades rurales de 
las zonas productoras de soja transgénica de Argentina 
(Arancibia 2013). La campaña obtuvo pronto el apoyo 
de otros movimientos sociales y ONG ambientalistas de 
todo el país y, a medida que avanzaba, impulsó la organi-
zación de base en muchas de las comunidades visitadas. 
Pronto empezaron a surgir nuevas asambleas vecinales 
en el campo y en pueblos y ciudades, siguiendo el mode-
lo de la campaña nacional8.

Con nombres como “Paren de fumigar Córdoba” 
y “Paren de fumigar Junín”, las nuevas organizaciones 
replicaron la estrategia de las Madres de combinar la 
epidemiología popular y la movilización de “pruebas” o 
“evidencias” con tácticas de protesta más tradicionales. 
Estas asambleas también organizaron encuentros pro-
vinciales una o dos veces al año llamados “Encuentros 
de Pueblos Fumigados” para tejer lazos,aumentar la 
coordinación política entre las comunidades afectadas 

7 Entrevista con representante del GRR (Arancibia, Ciudad de Buenos Aires, 29 de noviembre de 2011).
8 Las asambleas vecinales se hicieron especialmente visibles en Argentina tras la crisis socioeconómica de 2001-2002, en la que la 
representación política convencional se vio cuestionada y desacreditada como nunca antes (Svampa 2009). Las asambleas vecinales, 
un nuevo modelo de organización política, rompieron con las formas verticales tradicionales de representación política y promovieron 
una democracia directa basada en relaciones abiertas y horizontales entre los activistas, sin líderes ni representantes, y, en general, 
implementaron la acción directa cómo método de protesta.
9 El GRR envió una copia al Ministerio de Salud de la Nación y otra, al Presidente de Argentina, cada una acompañada de una carta advir-
tiendo sobre la crítica situación que enfrentaban las comunidades rurales y periurbanas y solicitando una acción urgente a nivel federal. 
Ninguna de las dos cartas obtuvo respuesta pública.

y construir movimientos sociales provinciales. Cuando la 
campaña finalizó en 2009, podía presumir de al menos 
dos resultados tangibles que ilustraban cómo las alianzas 
entre activistas y expertos movilizados estaban ayudan-
do a ampliar el terreno, la intensidad y el repertorio tác-
tico del conflicto.

El primer resultado tangible de la campaña fue un li-
bro, Pueblos Fumigados (GRR 2009), del que el GRR im-
primió y distribuyó cuatro mil ejemplares9. El libro daba 
cuenta de la estrategia educativa y, a la vez, el fomento 
a la epidemiología popular de la campaña, al combinar 
experiencias de primera mano de los activistas rurales en 
su lucha contra el uso de agrotóxicos con revisiones de la 
literatura científica sobre los efectos de los agrotóxicos . 
El libro también incluía las primeras observaciones clíni-
cas de enfermedades relacionadas con los agrotóxicos, 
relevadas por expertos sanitarios de las zonas afectadas 
y un capítulo en el que se describían las tácticas legales 
para evitar la fumigación con plaguicidas (GRR 2009). A 
medida que el libro se difundía con la campaña, aumen-
taban las nuevas demandas judiciales en los pueblos y 
ciudades afectados (Aranda 2015, Cabaleiro 2020), lo 
que ilustra el segundo resultado tangible de la campaña: 
la creciente movilización de expertos legales junto con 
los expertos científicos, médicos y de salud pública en 
todas las regiones productoras de soja transgénica.

La lista cada vez mayor de abogados, fiscales, jue-
ces, científicos, médicos y otros expertos en salud re-
presentaba nodos incipientes de una red en expansión 
de expertos movilizados por la lucha. Seis médicos, siete 
científicos y al menos un abogado estaban involucrados 
en conflictos locales por agrotóxicos cuando comenzó 
la campaña ”Paren de Fumigar” en 2006, entre ellos cua-
tro de Ituzaingó Anexo, Córdoba. Nuestra investigación 
identificó al menos veintiocho expertos adicionales que 
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se unieron al movimiento a medida que la campaña se 
desarrollaba durante los tres años siguientes. La mayoría 
eran médicos que trabajaban en atención clínica y trata-
ban con pacientes de zonas productoras de soja trans-
génica. Aproximadamente una docena desarrollaban ac-
tividades académicas en universidades nacionales y unos 
pocos trabajaban con ONG ambientalistas. Conectados 
entre sí principalmente a través de la campaña “Paren 
de Fumigar”, la mayoría de los expertos dieron charlas 
sobre los efectos tóxicos de los agrotóxicos a audiencias 
no académicas y reclamaron que los funcionarios de los 
gobiernos municipales y provinciales tomaran medidas.

A pesar de la creciente difusión numérica y geográfi-
ca del movimiento durante estos años, los/las expertos/
as de las zonas rurales y periurbanas permanecieron 
algo aislados/as entre sí y, actuando en solitario, con 
poca influencia sobre los gobiernos locales, los produc-
tores rurales y la agroindustria. Sus argumentos sobre 
los peligros de la exposición a los agrotóxicos y sus peti-
ciones de regulación local para frenar las fumigaciones 
fueron fácilmente ignorados o silenciados, y a menudo 
se cuestionó la validez de sus observaciones clínicas o 
investigaciones científicas. Algunos vieron como sus in-
vestigaciones eran interrumpidas por parte de sus su-
pervisores ; otros se enfrentaron a la censura, el recorte 
de fondos, las reprimendas y las amenazas. La red de 
expertos/as, aunque crecía y ampliaba el alcance del 
movimiento, seguía siendo relativamente ineficaz como 
mecanismo de cambio normativo y jurídico. Todavía 
anclado geográficamente en las zonas agrícolas rurales 
y periurbanas, el movimiento iniciado por las Madres 
no había conseguido atraer la atención de las grandes 
poblaciones urbanas del país ni ganar visibilidad en la 
escena política nacional.

Esta situación cambió cuando se publicaron en la 
portada de Página 12, , uno de los principales periódi-
cos nacionales de Argentina (Aranda, 2009)10, nuevos 
hallazgos experimentales del laboratorio del Dr. Andrés 

10 En aquella época, Carrasco dirigía el Laboratorio de Embriología Molecular de la Universidad Nacional de Buenos Aires y dirigía el 
Departamento de Investigación del Ministerio de Defensa nacional.
11 Las malformaciones eran craneales, cerebrales, intestinales y cardiovasculares.
12 El mismo estudio se publicó un año después en la revista científica internacional Chemical Research in Toxicology: Paganelli A., Gnazzo 
V., Abosta H., López, SL., Carrasco, A. 2010. “Los herbicidas a base de glifosato producen efectos teratogénicos en vertebrados al 
alterar la señalización del ácido retinoico”. Investigación Química en Toxicología 23 (10): 1586-95.

Carrasco, un prestigioso embriólogo de Buenos Aires. 
El artículo explicaba que la exposición al glifosato pro-
vocaba malformaciones en embriones de rana y proba-
blemente causaba anomalías de desarrollo en el útero 
en los seres humanos11. Este fue el primer estudio de 
este tipo publicado en español y en un medio de comu-
nicación de masas; su mensaje llegó a los hogares de 
millones de lectores argentinos12. De la noche a la ma-
ñana, el estudio de Carrasco desató un intenso debate 
público y se convirtió en un punto de inflexión crítico en 
el conflicto alrededor de los agrotóxicos en Argentina 
(Arancibia 2013, Motta y Alasino 2013). Sin embargo, 
al igual que otros expertos antes que él, Carrasco se 
convirtió en el blanco de una feroz reacción por par-
te de funcionarios del gobierno nacional, intendentes, 
autoridades de instituciones académicas, la industria e 
incluso la embajada de Estados Unidos. Carrasco en-
frentó censuras y acosos, pero también amenazas de 
violencia física, robo, renuncias forzadas y sabotaje de 
su carrera académica (Arancibia 2015).

Las acciones contra Carrasco reforzaron la necesi-
dad de los movimientos de ampliar y fortalecer los lazos 
entre los/las expertos/as movilizados/as. Las condicio-
nes para la movilización también estaban cambiando. 
La investigación sobre los efectos de los agrotóxicos 
ahora estaba ganando tracción entre la comunidad 
científica de Argentina y más allá (Sosa et al. 2019). 
Los estudios publicados sobre los efectos biológicos y 
ambientales del glifosato y otros agrotóxicos surgieron 
de laboratorios y estudios de campo argentinos. Los 
artículos científicos sobre este tema registraron un au-
mento de más de cinco veces con respecto a la década 
anterior (de 6,1 artículos por año durante 1990-1999 a 
28,4 por año durante 2000-2009; ver Figura 1). Estaba 
surgiendo un campo argentino de investigación sobre 
los efectos de los agrotóxicos en paralelo con una red 
menos visible y socialmente “sumergida” (o “en las som-
bras”) de expertos que se movilizaba crecientemente 



[ Scott Frickel / Florencia Arancibia ]

30

C
P

S
, V

O
L

 1
, N

° 
1

,  
M

a
rz

o
 d

e
 2

0
2

4
, p

p
. 2

3
-3

7

contra el uso de agrotóxicos (Frickel et al. 2015).

Figura 1. “Estudios sobre los efectos de los agrotóxicos en 
Argentina por año de publicación (1973-2017)”. 

Fuente: Scopus. Búsqueda en el título-resumen-palabras clave: 
“glifosato” o “plaguicida”. País de afiliación institucional del/los 
autor/es: Argentina.

El Primer Encuentro de Médicos de Pueblos Fumi-
gados se convocó en agosto de 2010 en la Universidad 
Nacional de Córdoba, cuatro meses después de la publi-
cación del estudio de Carrasco sobre los efectos del gli-
fosato. Organizado por Medardo Ávila Vázquez, médico 
con experiencia en las protestas de Ituzaingó Anexo y en 
la campaña “Paren de Fumigar”, el encuentro reunió a 160 
participantes, entre expertos/as de seis universidades y 
activistas de base representantes de diez de las veintitrés 
provincias argentinas. La reunión fue un evento híbrido, 
político-académico, en parte, centrado en la difusión de 
conocimientos sobre los efectos nocivos para la salud de 
los agrotóxicos y, en parte, un intento de influir en la salud 
pública y la política agraria. En la reunión, veintitrés exper-
tos/as en salud formaron la “Red Universitaria de Ambien-

13 Otros grupos organizadores fueron el Foro Ecológico de Paraná, una organización social de base, y la Red por una América Latina 
Libre de Transgénicos.

te y Salud - Médicos de Pueblos Fumigados” (REDUAS). 
Aunque de corta vida, REDUAS fue la primera red formal 
de expertos/as sanitarios/as implicados/s en el conflicto de 
los pesticidas. La red pretendía llamar la atención pública 
sobre la “ciencia no-hecha” (o las lagunas en el conoci-
miento científico) sobre los efectos de los plaguicidas 
(Motta y Arancibia 2016; véase también Hess 2016) y 
coordinar los esfuerzos de los/las expertos/as activistas 
expertos implicados/as en diferentes protestas locales y, 
generalmente aisladas contra los agrotóxicos. Inmediata-
mente después de su fundación, REDUAS comenzó a emi-
tir declaraciones públicas exigiendo que las autoridades 
nacionales restringieran la fumigación con agrotóxicos y 
llamando a investigadores, estudiantes y ciudadanos afec-
tados a unirse a la red.

El Segundo Encuentro de Médicos de Pueblos Fumi-
gados tuvo lugar al año siguiente en la Universidad Na-
cional de Rosario en conjunción con un evento mayor, el 
Primer Congreso de Salud Socioambiental. Entre los or-
ganizadores del congreso se encontraban profesores de 
la facultad de medicina y autoridades de la universidad, 
así como varias organizaciones ambientalistas y anti-OGM. 
Uno de los grupos, CEPRONAT (Centro de Protección de 
la Naturaleza), también había apoyado la campaña ”Paren 
de fumigar” unos años antes13. El Congreso se convirtió 
en el primero de un conjunto de congresos, que se han 
celebrado bianualmente desde 2011 hasta la actualidad 
en la ciudad de Rosario, Argentina. Los Congresos han 
atraído a públicos cada vez más amplios y diversos, entre 
los que se encuentran expertos de diversas ciencias am-
bientales, sanitarias y sociales que intervienen en diversos 
conflictos socioambientales en Argentina y a nivel regio-
nal (Arancibia y Albea 2021). Los congresos operaron 
como contextos de movilización para el reclutamiento de 
expertos y para la coordinación de acciones futuras que 
fueron reforzando una creciente red nacional de expertos 
movilizados contra las fumigaciones y por un cambio de 
modelo agrario. De hecho, fue en el tercer Congreso (en 
2015) cuando se creó la Unión de Científicos Compro-
metidos con la Sociedad y la Naturaleza de América Latina 
(UCCSNAL).
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Las acciones coordinadas entre los expertos de la red 
fueron variadas. Algunos dieron charlas públicas o hicie-
ron declaraciones sobre la ilegalidad del uso del glifosa-
to y otros agrotóxicos según la Constitución argentina14. 
Otros cuestionaron la metodología que utilizaban los 
organismos reguladores para clasificar la toxicidad de los 
agrotóxicos. Otros dieron testimonio experto en algunas 
de las más de 70 audiencias judiciales sobre el conflicto 
de los agrotóxicos que han tenido lugar hasta la fecha en 
los tribunales provinciales (Cabaleiro 2020). Uno de los 
impactos más emblemáticos que la red de expertos está 
teniendo son los “Campamentos Sanitarios” organizados 
cuatro veces al año por profesores y auxiliares docentes 
graduados de la Facultad de Medicina de la Universidad 
Nacional de Rosario.

Integrados en el plan de estudios de la Facultad de Me-
dicina como requisito para obtener el título de médico, 
los campamentos son estudios epidemiológicos de cam-
po de cinco días de duración en los que los estudiantes 
utilizan encuestas sanitarias para recopilar información 
sobre morbilidad y mortalidad en pequeñas comunidades 
rurales que carecen de datos epidemiológicos oficiales 
sobre salud pública. Los profesores evalúan los cono-
cimientos médicos de los estudiantes, su capacidad de 
diagnóstico y sus aptitudes para comprometerse con la 
comunidad. El último día, los estudiantes presentan oral-
mente los principales resultados a la comunidad y unas 
semanas después se entrega un informe escrito a los resi-
dentes y al personal sanitario local. Desde 2010, el progra-
ma ha organizado treinta y siete Campamentos Sanitarios 
en cinco provincias y ha recogido datos epidemiológicos 
de más de 100.000 personas - datos utilizados para docu-
mentar los impactos en la salud humana de la intoxicación 
por agrotóxicos en los medios de comunicación, los órga-
nos legislativos y los tribunales, así como para legitimar los 
reclamos de diversos grupos dentro del movimiento de 
Pueblos Fumigados y otras organizaciones del movimien-
to ambientalista. Expertos activistas y otras personas han 
movilizado este creciente acervo de conocimientos en nu-
merosas acciones locales, provinciales y nacionales contra 
los agrotóxicos (Verzeñassi y Vallini 2019). Sus demandas 

14 El artículo 4 de la Ley Nacional de Medio Ambiente 25675 establece: “La ausencia de pruebas o información científicas concluyentes 
no debe utilizarse como motivo para posponer la adopción de medidas eficaces para prevenir la degradación del medio ambiente”.

de cambios políticos y regulatorios también encuentran 
legitimación entre los casi 700 estudios sobre los efectos 
de los agrotóxicos publicados por investigadores argenti-
nos desde 2010 (Figura 1).

4. Lecciones de los Pueblos Fumigados

Del análisis sobre el movimiento de Pueblos Fumigados se 
desprenden cuatro puntos clave sobre la política epistémi-
ca de los movimientos ambientalistas. En primer lugar, 
aunque la bibliografía existente ofrece ejemplos de científ-
icos/as “disidentes” de alto perfil, como el Dr. Andrés 
Carrasco, que arriesgan su reputación y su carrera para 
expresarla verdad científica ante el poder industrial y gu-
bernamental (para una revisión, véase Delborne 2016), 
pocos estudios investigan cómo se organiza realmente la 
movilización de los/las expertos/as. Lo que está claro en el 
caso argentino, pero que sospechamos que también es 
cierto para muchos movimientos ambientalistas, es que la 
movilización de expertos/as a menudo se produce a través 
de redes y, a su vez, el activismo de expertos/as crea re-
des. Se trata de procesos fundamentales que merecen la 
atención de los científicos sociales.

En segundo lugar, conceptualizar la movilización de 
expertos como un proceso colectivo continuo (es decir, 
en red), más que como una colección de acontecimien-
tos episódicos que afectan a investigadores/as individ-
uales, plantea importantes cuestiones sobre la naturaleza 
dinámica y escalar del activismo experto. ¿Cómo cambia 
la organización del activismo experto a lo largo del tiempo 
y del espacio a medida que la política contenciosa de los 
movimientos ambientalistas sufre vaivenes y altibajos? Las 
investigaciones centradas en el activismo de expertos/as 
individuales o en momentos concretos de la movilización 
de expertos/as pueden pasar por alto el dinamismo de la 
movilización de expertos que opera a escalas diversas de 
organización social, temporal y espacial. Por ejemplo, al 
principio, la movilización de los/las expertos/as contra los 
agrotóxicos estaba muy localizada y dependía sobre todo 
de las alianzas personales que las Madres de Ituzaingó 
habían forjado con un puñado de médicos, investigadores 
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en salud pública y biólogos cercanos. Una década más tar-
de, las movilizaciones de los/las expertos/as se habían for-
malizado como una red anclada en los recursos organiza-
tivos de la Universidad Nacional de Rosario y contaba con 
más de sesenta expertos/as representantes de pueblos, ci-
udades y pueblos de todo el país unidos por su oposición 
enérgica a las fumigaciones. Nuestro análisis destaca la 
importancia de desarrollar una perspectiva a largo plazo y 
amplia en términos geográficos para captar la dinámica de 
la movilización de los/las expertos/as a medida que el con-
flicto de por los agrotóxicos se expande o se contrae y a 
medida que las redes de expertos/as se crean, se fusionan, 
se amplían o se fracturan.

En tercer lugar, el conflicto argentino por los agrotóx-
icos también ilustra cómo las disciplinas, las profesiones 
y otros sistemas de conocimiento estructuran las opor-
tunidades y los impedimentos para la movilización de ex-
pertos/as. Los/las expertos/as que estamos siguiendo en 
nuestro estudio más amplio representan una amplia gama 
de dominios disciplinarios y profesionales, incluyendo la 
biología, la agroecología y la ingeniería agronómica, la 
medicina, el derecho, la epidemiología, la salud ambien-
tal, el trabajo social y la educación. También ocupan una 
gama igualmente diversa de entornos profesionales en 
los que se promueven e impugnan las reivindicaciones de 
conocimiento de los/las expertos/as. Entre ellos figuran 
tribunales provinciales, audiencias públicas, legislaturas 
municipales , organismos reguladores nacionales, clínicas 
de atención primaria de la salud rurales, hospitales y facul-
tades de medicina urbanas, escuelas públicas y facultades 
universitarias. Además, la composición de la red ha cam-
biado con el tiempo. Durante la campaña Paren de Fumi-
gar, los médicos dominaban la red. Desde el advenimiento 
del Congreso bianual de Salud Socioambiental en 2011, 
profesores/as con cargos en diversas universidades han 
adquirido mayor protagonismo. Una perspectiva de red 
sobre la movilización de expertos/as supera la tendencia a 
centrar el análisis en una u otra organización o entorno in-
stitucional o a centrarse en un tipo predefinido de experti-
cia, pasando por alto la experticia híbrida que se desarrolla 
cuando las redes abarcan diversos campos disciplinarios, 
profesionales y ocupacionales (Hess y Frickel, 2014).

Por último, nuestro estudio longitudinal del movi-
miento de Pueblos Fumigados pone de relieve los efectos 
importantes pero poco estudiados de la movilización de 

expertos/as. Las redes que vinculan a activistas comunitar-
ios y ambientales con investigadores/as académicos, del 
gobierno y clínicos, así como con otros/as profesionales 
pueden alterar la estructura social de las formaciones de 
conocimiento e inspirar la innovación epistémica (Eyal 
2013). Las alianzas científico-ciudadanas (Brown 2007) y 
las prácticas agroecológicas (Sarandon y Marasas 2017) 
son buenos ejemplos de nuevos tipos de formaciones de 
conocimiento resultantes de la experticia que fluye hacia 
y a través de las comunidades. La experticia que fluye a 
través de estas redes también puede trasladarse “aguas ar-
riba” a las comunidades profesionales de las facultades de 
medicina y agronomía, los estudios de abogados, las clíni-
cas sanitarias o los laboratorios universitarios. En Argenti-
na, por ejemplo, los campamentos sanitarios han recon-
figurado los planes de estudio de la Facultad de Medicina 
de la Universidad Nacional de Rosario, mientras que múlti-
ples demandas judiciales contra los agrotóxicos están cre-
ando un nuevo corpus de derecho ambiental y estrategias 
jurídicas. Más aún, la creciente movilización de expertos 
contra los agrotóxicos ha ayudado a crear una nueva prax-
is judicial cristalizada en 72 nuevos fallos de la Corte que 
favorecen a las comunidades afectadas (Cabaleiro 2020), 
así como un cuerpo de investigación de origen nacional 
en rápido crecimiento sobre los efectos biológicos y san-
itarios de los agrotóxicos (Sosa et al. 2019). Este nuevo 
campo científico que era prácticamente inexistente en el 
país antes de 2001, ahora está generando cerca de no-
venta estudios publicados anualmente en revistas científi-
cas. Consideramos que es importante seguir investigando 
no sólo cómo los expertos impactan en los movimientos 
sociales sino, como Eyerman y Jamison (1991) nos re-
cordaron hace tres décadas, cómo los movimientos so-
ciales crean conocimiento y a los creadores mismos de 
conocimiento.

5. Orientaciones para futuras investigaciones

Concluimos con cinco sugerencias generales para futuras 
investigaciones. Nuestras sugerencias se alinean muy bien 
con los temas generales abordados por los estudios de 
los movimientos ambientalistas centrados en los recur-
sos, las oportunidades políticas, las redes y las identidades 
(Giugni y Grasso 2015), pero al mismo tiempo tratan de 
interpelar a los modelos estándar de acción colectiva para 
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que puedan también considerar cómo las comunidades 
epistémicas movilizadas en los movimientos ambientalis-
tas logran generar cambios en la política ambiental de 
maneras únicas e inesperadas. Nuestras sugerencias tam-
bién subrayan la importancia de diseñar un modelo de red 
para capturar datos empíricos sobre un tema de investi-
gación cuyos sujetos son a menudo difíciles de identificar 
y cuya escala, heterogeneidad y dinamismo siguen siendo 
poco conocidos.

Para empezar, la investigación sobre expertos y movi-
mientos sociales debe abordar un problema de definición 
que subyace a gran parte de la investigación existente, 
incluido este capítulo. El problema de la definición surge 
del hecho de que la investigación dentro del campo CTS 
(ciencia, tecnología y sociedad) sobre la experticia tiene 
al menos tres dimensiones: las personas, las identidades 
y las prácticas. Al estudiar el activismo experto, ¿qué tipo 
de personas deben considerarse expertas? ¿Qué tipo de 
conocimientos deberían considerarse como experticia ? 
¿Qué prácticas científicas o profesionales deben consider-
arse activismo? Las respuestas a estas preguntas no con-
vergen fácilmente en torno a conceptos uniformes. Por 
ejemplo, ¿son las declaraciones públicas de una bióloga 
académica en nombre de una organización de un mov-
imiento ambientalista un ejemplo de activismo experto 
cuando las declaraciones no se basan en su formación 
científica? Una forma de resolver el problema es elaborar 
definiciones a priori y proceder en coherentemente con 
estas en la propia investigación. Este enfoque producirá 
conocimiento que puede estar sobredeterminado por las 
propias definiciones normativas y reproducir las ambigüe-
dades categóricas que caracterizan a los debates recientes 
sobre la naturaleza difusa de la experticia (por ejemplo, 
Collins y Evans 2007).

Otro enfoque, en nuestra opinión mejor, puede ser 
tratar el problema o los problemas de definición como 
un conjunto de preguntas empíricas y diseñar estrategias 
de investigación dirigidas a captar una amplia variedad de 
personas, identidades y prácticas, y, luego, buscar patro-
nes en diversas muestras de cada una de ellas. Aunque 
este segundo enfoque puede ser más difícil de diseñar y 
ejecutar, también es más probable que construya una base 
empírica sólida para futuras investigaciones. Por ejemplo, 
en lugar de debatir la cuestión de “qué cuenta” como ac-
tivismo experto, la investigación podría centrarse en lo 

que hacen realmente los investigadores, los profesionales 
y otras personas que trabajan con las organizaciones de 
los movimientos sociales y qué tipos de conocimientos 
producen y movilizan (Eyal 2010). Dado que la política 
contenciosa depende del contexto, es probable que la 
forma y el impacto del activismo ambiental experto varíen 
en función de dónde se produzca: en protestas callejeras, 
en reuniones comunitarias, en audiencias legislativas, en 
tribunales o laboratorios, en conferencias profesionales 
o en muchos otros entornos. Para comprender el valor 
político del activismo de los expertos no conviene que los 
investigadores diluyan el término con ambigüedades defi-
nitorias, sino más bien que abarquemos todo el alcance 
de las identidades, funciones y acciones de los expertos.

A partir de este punto, también sugerimos prestar una 
atención más sistemática a los contextos políticos del acti-
vismo experto y a las condiciones en las que es más o menos 
probable que se produzca. ¿De dónde proceden los activis-
tas expertos y cómo se movilizan? Será importante estudiar 
los grupos de movilización que aportan activistas expertos 
y los procesos de reclutamiento de expertos, prestando 
atención a las oportunidades y amenazas cambiantes. Por 
ejemplo, considérese que la primera Marcha por la Cien-
cia, celebrada en abril de 2017 en Washington D.C., atrajo 
a una mayor proporción de doctores y médicos que otras 
protestas masivas organizadas en respuesta a las elecciones 
presidenciales de 2016 en Estados Unidos, aunque, la gran 
mayoría de los manifestantes no eran científicos ni médicos 
(Fisher 2018). Consideremos también que la Administra-
ción Trump propuso grandes recortes presupuestarios a las 
agencias federales que financian y producen investigación 
ambiental y médica, y sin embargo, en su mayor parte, las 
reducciones reales no fueron tan profundas como muchos 
temían inicialmente, ni los recortes afectaron de manera 
uniforme a todos los campos de investigación. Algunos 
campos, como el aeroespacial, la biomedicina, la ingeniería 
y la ciencia de los materiales, vieron aumentar los recursos 
bajo la agenda política “anti-ciencia” de Trump. Compren-
der cómo las cambiantes estructuras de oportunidades y 
amenazas políticas fomentan o impiden el activismo ex-
perto puede ayudar a los movimientos sociales a dirigirse 
con mayor precisión a los segmentos “movilizables” de las 
comunidades científicas o profesionales y maximizar el po-
tencial de reclutamiento de expertos (véase Frickel 2018; 
Frickel y Rea 2019).
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También consideramos importante desarrollar más 
investigación sobre cómo se organiza el activismo experto 
en los distintos ámbitos organizacionales. Como sugiere 
nuestro estudio sobre el conflicto porlos agrotóxicos en 
Argentina, la estructura organizativa del activismo exper-
to tiende puentes entre los campos de los movimientos 
sociales, la política, la medicina, el derecho y la ciencia, lo 
que plantea importantes preguntas sobre el papel de las 
redes en la movilización de los/las expertos y en la gene-
ración y circulación del conocimiento experto que surge 
en respuesta a las demandas de los movimientos. Los es-
tudios en red de los movimientos ambientalistas (véanse, 
por ejemplo, los capítulos de Mario Dani y Clare Saunders 
en el libro en el cual este artículo fue publicado original-
mente15), ilustran el poder analítico de una perspectiva 
de red. Hasta la fecha, sin embargo, los investigadores no 
han utilizado estas mismas herramientas para estudiar la 
estructura y la dinámica de las redes de expertos en su 
intersección con los movimientos ambientalistas (aunque 
véase Frickel et al. 2015 y Arancibia 2016) o la produc-
ción de conocimientos especializados a través de las redes 
de movimientos ambientalistas, como han demostrado 
Eyal y sus colegas (2010) en el caso de la investigación 
sobre el autismo. De hecho, la tesis de Eyal (2013) de que 
la experticia existe como una propiedad de redes, una que 
puede incluir la constelación de conocimientos, prácticas, 
recursos y arreglos conceptuales entre todos los contri-
buyentes de la red -profesionales y legos por igual- habi-
lita el análisis relacional de la diversidad de formaciones 
de conocimiento del movimiento social al que aspiramos 
en nuestro estudio más amplio (ver también Arancibia y 
Motta 2019; Vessuri 2004). La organización en red del 
activismo experto representa un área de potencial de in-

15 Cap. 20 de Mario Diani “From environmental (movement) organizations to the organizing of environmental collective action” y 
cap. 26 de Saunders “Social networks and recruitment for environmental movements” en The Routledge Handbook of Environmental 
Movements, ed. Maria Grasso and Marco Giugni © 2022 published by Routledge. 

vestigación aún no aprovechado para los académicos y 
de potencial estratégico para los movimientos ambienta-
listas. En particular, señalamos la imperiosa necesidad de 
estudiar la movilización de expertos y experticias en diver-
sas regiones del mundo. Hasta la fecha, la mayor parte de 
la investigación sobre las relaciones entre movimientos, 
expertos y experticias ha sido desarrollada por académi-
cos europeos y norteamericanos. Esto nos ha dado una 
visión distorsionada del activismo experto y de su alcance, 
dinámica e impacto en los movimientos ambientalistas de 
todo el mundo. Una teoría sólida del activismo experto 
en los conflictos ambientales requerirá una investigación 
empírica que se extienda más allá del norte global. Nece-
sitamos más estudios que se centren en sociedades en las 
que la movilización medioambiental puede desarrollarse 
con mayor intensidad y adoptar formas organizativas muy 
diferentes, como ilustran las secuencias interminables de 
conflictos provocados por la minería a cielo abierto , la 
tala de árboles, la agricultura industrial y la construcción 
de grandes represas en muchas partes de Asia, África y 
Sudamérica. El modelo de desarrollo actual denominado 
neo-extractivismo en América Latina (Svampa 2015), es 
desenfrenado y ha creado trastornos sociales y ecológicos 
masivos. Estas regiones del mundo rebosan del mismo 
tipo de activismo experto que consideramos importante 
(Motta y Arancibia 2016). Los países de ingresos medios 
y bajos son también los lugares donde los movimientos 
ambientalistas pueden beneficiarse más de estudios de 
movimientos sociales que generen nuevos conocimientos 
sobre expertos y experticias tan diversos y valiosos como 
los ecosistemas y las culturas humanas que estos movi-
mientos pretenden proteger.
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